CNCom., Sala D, 12/08/2011. - Segura, Sergio Ramón y otro c. Cancino Encina, Rodrigo Antonio s/ordinario

En Buenos Aires a los doce días del mes de agosto de 2011, reúnense los señores Jueces de la Sala D de la ­Excelentísima Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal, con el autorizante, para dictar sentencia en la causa “Segura Sergio Ramón y otro contra Cancino Encina Rodrigo Antonio sobre Ordinario” registro Nº 15532/2007, procedente del Juzgado Nº 20 del fuero (secretaría Nº 40), donde está identificada como expediente Nº 063676, en los cuales como consecuencia del sorteo practicado de acuerdo con lo previsto por el art. 268 del Código Procesal, resultó que debían votar en el siguiente orden, Doctores: Vassallo, Dieuzeide y Heredia.

Estudiados los autos la Cámara planteó la siguiente cuestión a resolver:

¿Es arreglada a derecho la sentencia apelada?

A la cuestión propuesta, el señor Juez de Cámara, Gerardo G. Vassallo dijo:

I. Promovieron esta acción Sergio Ramón Segura y Gustavo Daniel Fraschetti quienes demandaron al señor Rodrigo A. Cancino Encina les rinda cuentas en virtud de un negocio emprendido en común.

Relataron así que concertaron con Cancino la construcción y explotación de un natatorio para cuya construcción aportaron el total del precio ($ 80.000); agregando luego la cantidad de $ 1.000 pesos para atender los gastos de habilitación.

De su lado el señor Cancino aportaría su “know how”, mientras que los actores las sumas referidas.

Iniciados y demorados los trámites de habilitación, el señor Cancino decidió unilateralmente cerrar la pileta de natación el 22 de febrero de 2005, a escasos dos meses de su inauguración alegando la predicada habilitación, la que se estaba tramitando por medio de un gestor propuesto por el propio Cancino. Conjuntamente con aquella medida, el demandado les prohibió el acceso al club.

Luego de varios meses de fracasos en sus conversaciones, las partes se reunieron y el señor Cancino les requirió a los actores un mayor aporte dinerario para construir ciertas obras que posibilitarían la habilitación del lugar, a lo que los demandantes accedieron ($ 10.000 + 2.060). A pesar de ello Cancino les vuelve a informar que, de todos modos, el natatorio no pudo ser habilitado. Sin embargo, a espaldas de los actores, estos sostienen que la pileta fue inaugurada.

Dicen haber remitido carta documento sin obtener respuesta alguna. Frente a ello, y a la importante inversión ­realizada, reclamaron la rendición de cuentas y el cobro del crédito que de allí resultará.

II. Notificado el demandado, no compareció a la causa. Por ello fue declarado rebelde en fs. 65, providencia que le fue notificada en fs. 73.

III. La sentencia de primera instancia (fs. 86/88) rechazó la demanda.

En breve síntesis, luego de señalar que la rebeldía no era suficiente para que progrese la acción, sostuvo que la demanda contra Cancino estuvo enmarcada en el contrato de sociedad de hecho que los vincula.

Así en tanto los actores no reclamaron la disolución del ente, único marco en que procedería la rendición de cuentas pretendida, la misma no podía ser atendida por restar aquel presupuesto.

La sentencia fue apelada por los actores quienes expresaron agravios en fs. 139/142.

Sostuvieron como argumento central de su crítica que, como fue dicho, el plazo de vigencia de la sociedad se enlazaba con el del contrato de locación del predio donde se encontraba el natatorio construido.

Y en tanto el vínculo contractual había fenecido (31.3.2009), ello también había ocurrido con la sociedad.

En tal situación sostuvieron que el planteo de disolución resultaba abstracto.

IV. Luego de esta breve referencia a los antecedentes de la causa, cabe ingresar en el estudio del recurso.

Como he dicho, la sentencia rechazó la demanda esgrimiendo como fundamento principal el no haber deducido demanda de disolución de la sociedad. Agregaría, tampoco fue notificado el demandado la voluntad de los restantes socios de así decirlo, lo cual permitiría considerar a la persona jurídica como disuelta a partir de la fecha de notificación de aquella decisión (LS 22: tercer pá­rrafo).

Es que a partir de allí la sentencia consideró improcedente la rendición de cuentas perseguida, en tanto entendió que sólo en tal contexto era procedente la misma.

Los recurrentes no cuestionaron tal afirmación pues se limitaron a sostener que se encontraba en la situación pretendida (la sociedad habría concluido por vencimiento del plazo pactado).

Sin embargo tal argumento es desechable.

En primer término la disolución de la sociedad no constituyó parte del catálogo de pretensiones que enmarcó esta demanda. Ello impidió al señor Juez de primera instancia considerar la vigencia de la sociedad límite que también se le presenta a la Sala (arg. artículos 271 y 277 del código procesal).

En segundo lugar, la presunta disolución de la sociedad por vencimiento de su plazo ocurrió varios años después de la promoción de esta demanda, luego de cerrada la etapa probatoria y, según la fecha indicada por los actores, dos meses antes del dictado de la sentencia.

Va de suyo que este argumento nunca fue propuesto en la instancia anterior, lo cual también impide su consideración por este Tribunal (art. 277 ya citado).

Lo dicho permitiría desestimar el recurso por infracción a la regla prevista por el art. 265 del código procesal.

De todos modos, como lo sostuve en sendos votos (esta Sala, 30.10.2006, “Siciliano Leandro Ariel c/ Lucchelli Marisa Susana”; ídem, Sala D, 23.9.2008, “Román Mabel c/ Román Américo y otro s/ sumario”), a diferencia de lo que ocurre en sociedades regulares que poseen su propio mecanismo interno para que los socios puedan conocer el estado de los negocios, tanto en la sociedad de hecho como en la irregular es procedente exigir contra el socio administrador una condena a rendir cuentas de su gestión (CNCom., Sala A, 19.12.1986, “Resnizki Héctor c/ Elda Resnizky de Resnizky”; íd., Sala A, 30.8.1988, “El Relámpago S.R.L. c/ Nuncio, José”; CNCom., Sala C, 31.5.1983, “Angio José c/ Menéndez Antonio”; entre otros).

En este mismo sentido, autorizada doctrina ha advertido la vigencia del derecho que ampara el artículo 55 de la ley 19.550 para este tipo societario. Cuando no existe un órgano administrador localizado, el control puede resultar múltiple y cruzado, por lo cual habrá que atender especialmente a las circunstancias fácticas que rodean cada caso. Se señala que se debe admitir la acción de rendición de cuentas contra quien haya concluido negocios en representación de la sociedad, a diferencia de lo que ocurre con las sociedades regulares en las que funciona la estructura orgánica. El motivo es que en la sociedad de hecho cualquiera de los socios al representar a la sociedad actúa no en sentido orgánico sino por cuenta y en interés ajeno, es decir, el interés de una parte depende del re­sultado de la gestión de otra (Raúl Aníbal Etcheverry, “Sociedades irregulares y de hecho”, 1981, p. 225 y citas p. 226).

Empero esta diferencia esencial respecto a las so­ciedades regulares, sólo puede proceder cuando la sociedad se encuentra en estado de liquidación, atento la inopo­nibilidad del contrato social prevista por el artículo 23 de la ley societaria (Roitman, H., Ley de Sociedades ­Comerciales Comentada, T. I, página 482; Cabanellas de las Cuevas, G., Derecho Societario. Parte General - Sociedades Nulas, Irregulares y de Hecho, T. 6, página 509).

En suma, propondré desestimar el recurso, sin otro trámite.

V. Por lo hasta aquí expuesto propongo al Acuerdo que estamos celebrando desestimar el recurso en estudio.

Entiendo no ser necesario imponer costas por sólo mediar actuación de los actores.

Así voto.

Los señores Jueces de Cámara, doctores Dieuzeide y Heredia adhieren al voto que antecede.

Concluida la deliberación los señores Jueces de Cámara acuerdan:

(a) Desestimar el recurso de apelación en estudio, sin costas por sólo mediar actuación de los demandantes.

(b) Notifíquese y una vez vencido el plazo del Cpr., art. 257, devuélvase la causa al Juzgado de origen. – Gerardo G. Vassallo. – Juan J. Dieuzeide. – Pablo D. Heredia (Sec.: Fernando M. Pennacca).
